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La contratación pública 
socialmente estratégica

Jorge I. Muratorio

Sumario: I. El impacto social de la contratación pública.— II. Premi-
sas constitucionales e instrumentos de tutela.— III. Procedimientos de 
contratación.— IV. Implementación de “cláusulas sociales”.— V. Con-
clusiones.

I. El impacto social de la contratación pú-
blica

La contratación pública estratégica consis-
te en la utilización de los contratos que celebra 
el sector público para el cumplimiento de po-
líticas públicas. Así, siguiendo a Gimeno Feliú, 
los contratos públicos son estratégicos cuando, 
más allá de su finalidad específica y de su direc-
ta satisfacción funcional —provisión de bienes y 
servicios, etc.— se constituyen en medios para 
que los poderes públicos orienten y afiancen 
comportamientos —entre ellos, sociales— de 
los agentes económicos intervinientes, benefi-
ciosos para el interés general (1).

La contratación pública ha de articular un 
conjunto importante de variables: la globali-
zación; la integración con otros países; la pro-
tección de empresas y/o productos locales, el 
desarrollo de la industria nacional, especial-
mente de las micro, pequeñas y medianas em-
presas (mipymes) y determinados sectores 
productivos; la eficiencia en el gasto público, la 
mejor relación calidad-precio; la innovación y la 
sustentabilidad [esta última entendida a su vez 
como comprensiva de exigencias de tipo am-
biental, éticas, económicas, laborales, etc. (2)]; 
la integridad y la competencia, etc.

  (1)  GIMENO FELIÚ, José M., "El nuevo paquete le-
gislativo comunitario sobre contratación pública. De la 
burocracia a la estrategia (El contrato público como he-
rramienta del liderazgo institucional de los poderes pú-
blicos)", Aranzadi, España, 2014, p. 39 y ss.

  (2)  DELPIAZZO RODRÍGUEZ, Carlos E., "Contrata-
ción Pública y Sustentabilidad", Rev. Derecho y Socie-
dad, 2015, nro. 44, ps. 65-74, disponible en http://revis-

Es que, como sostiene Rodríguez-Arana Mu-
ñoz, la Administración ha de “poner a disposi-
ción de los ciudadanos obras, bienes y servicios 
de la mayor calidad con el más elevado compro-
miso social” (3).

No es concebible, pues, que la contratación 
pública sea reducida a una mera técnica de pro-
visión de bienes, obras y servicios que requiere 
la Administración para cumplir sus cometidos 
públicos, en tanto de ese modo puede también 
contribuirse al legal y valioso funcionamiento 
del mercado en el que actúan esos proveedores. 
Aparece así la contratación pública socialmen-
te estratégica, con impacto social o socialmente 
responsable.

Es allí donde toma auge ese compromiso y a la 
vez impacto en el mercado y en la sociedad, que 
busca la sustentabilidad social en la contrata-
ción pública, propendiendo a la generación de 
empleo, la inclusión, la reconversión, el cum-
plimiento de las normas laborales, etc.

De acuerdo con lo establecido por la Comi-
sión Europea en la “Guía para tener en cuenta 
consideraciones sociales en la contratación pú-
blica” (4) (en adelante, la “Guía de la contrata-

tas.pucp.edu.pe/inde x.php/derechoysociedad/article/
view /14388.

 (3)  RODRÍGUEZ ARANA MUÑOZ, Jaime, "La contra-
tación pública: una relevante política pública", publica-
do https://www.austral.edu.ar/derecho/2019/02/05/la-
contratacion-publica-una-relevante-politica-publica/.

 (4)  Adquisiciones sociales - Una guía para considerar 
aspectos sociales en las contrataciones públicas, 2ª ed., 
2021 / C 237/01, https://op.europa.eu/es/publication-



Marzo - Abril 2022 | 140 • RDA • 123 

Jorge I. Muratorio

ción pública social”), “[l]a contratación pública 
socialmente responsable (CPSR) tiene por obje-
to abordar la repercusión que los bienes, servi-
cios y obras adquiridos por el sector público 
tienen en la sociedad. Reconoce que a los com-
pradores públicos no solo les interesa comprar 
al menor precio posible u obtener la mejor re-
lación calidad-precio posible, sino que también 
quieren garantizar que la contratación genere 
beneficios sociales y evite la aparición de efec-
tos sociales adversos durante la ejecución del 
contrato o los mitigue”. Es decir, se “considera 
a la contratación pública como un instrumento 
estratégico para gastar el dinero público de ma-
nera eficiente y sostenible” (5).

Es así como la contratación pública se presen-
ta como un instrumento al servicio de políticas 
públicas sociales.

En este sentido es muy clara, por ejemplo, la 
ley 9/2017, del 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al or-
denamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE 
y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en ade-
lante “LCSP”), en cuyo preámbulo se sostiene 
que “[e]l sistema legal de contratación pública 
que se establece en la presente Ley... trata de 
conseguir que se utilice la contratación pública 
como instrumento para implementar las políti-
cas tanto europeas como nacionales en materia 
social, medioambiental, de innovación y desa-
rrollo, de promoción de las PYMES, y de defensa 
de la competencia”.

Para ello se prevé en dicha ley que la adjudi-
cación de los contratos se realizará utilizando 
una pluralidad de criterios con base en la me-
jor relación calidad-precio, lo cual podrá incluir 
aspectos sociales vinculados al objeto del con-
trato, es decir, cuando se refiera o integre las 
prestaciones que deban realizarse en virtud de 
dicho contrato, en cualquiera de sus aspectos y 
en cualquier etapa de su ciclo de vida (6).

detail/-/publication/47c69b3a-cfcf-11eb-ac72-01aa75e-
d71a1/language-es.

 (5)  Art. 1.1 de la Guía.

 (6)  Arts. 145 y ccds. LCSP

En ese marco se ha dispuesto allí que las ca-
racterísticas sociales del contrato se referirán, 
entre otras, a las siguientes finalidades: el fo-
mento de la integración social de personas con 
discapacidad, personas desfavorecidas o miem-
bros de grupos vulnerables entre las personas 
asignadas a la ejecución del contrato y, en ge-
neral, la inserción sociolaboral de personas con 
discapacidad o en situación o riesgo de exclu-
sión social; la subcontratación con Centros Es-
peciales de Empleo o Empresas de Inserción; 
los planes de igualdad de género que se apli-
quen en la ejecución del contrato y, en general, 
la igualdad entre mujeres y hombres; el fomen-
to de la contratación femenina; la conciliación 
de la vida laboral, personal y familiar; la mejora 
de las condiciones laborales y salariales; la esta-
bilidad en el empleo; la contratación de un ma-
yor número de personas para la ejecución del 
contrato; la formación y la protección de la sa-
lud y la seguridad en el trabajo; la aplicación de 
criterios éticos y de responsabilidad social a la 
prestación contractual; o los criterios referidos 
al suministro o a la utilización de productos ba-
sados en un comercio equitativo durante la eje-
cución del contrato (7).

II. Premisas constitucionales e instrumen-
tos de tutela

En nuestro caso, de momento y a nivel nacio-
nal, es posible derivar el principio de sustenta-
bilidad social de las contrataciones públicas, de 
una serie de premisas constitucionales.

Así, destacamos el derecho a un ambiente 
sano para el desarrollo humano y las activida-
des productivas (art. 41, CN); la obligación del 
Estado de proveer las medidas necesarias para 
el progreso económico con inclusión social, la 
mejora de la productividad de la economía na-
cional, la generación de empleo y la formación 
profesional de los trabajadores; la promoción de 
políticas que tiendan a equilibrar el desarrollo 
de provincias y regiones, el respeto a la identi-
dad de las poblaciones indígenas y a la gestión 
de sus recursos naturales (art. 75, incs. 17, 18, 19 

 (7)  Art. 145 de la LCSP. Inclusive se han dictado leyes 
específicas, tal como el caso de la ley 12/2018, de 26 de 
diciembre, de contratación pública socialmente respon-
sable de Extremadura (https://www.boe.es/buscar/doc.
php?id=BOE-A-2019-1791).
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y ccs., CN) y la necesidad de adoptar medidas de 
acción positiva que garanticen la igualdad real 
de oportunidades y de trato y el pleno goce de 
los derechos humanos (art. 75, inc. 23, CN) (8).

Sobre esta base constitucional, entonces, es 
posible fundar el actuar de la Administración 
para promover una contratación pública social-
mente estratégica.

En cuanto a los principios que se pretenden 
aplicar, resulta también de utilidad lo estable-
cido por la Comisión Europea en la Guía de la 
Contratación Pública Social, en el sentido que 
los compradores públicos pueden fomentar a 
través de la inclusión de cláusulas de contenido 
social: las oportunidades de empleo; la mejora 
de las capacidades y el reciclaje profesional de 
los trabajadores; el trabajo digno; la inclusión 
social; la igualdad de género; la no discrimina-
ción; la accesibilidad; el comercio ético y tratar 
de lograr un cumplimiento más amplio de las 
normas sociales.

En el mismo sentido se establece en esa guía 
que la compra pública socialmente responsable 
puede impulsar oportunidades laborales para 
los jóvenes y trabajadores de más edad; la igual-
dad de género (por ejemplo, facilitando la con-
ciliación de la vida familiar y la vida profesional, 
reduciendo la segregación sectorial y ocupa-
cional, y garantizando la igualdad de trato en 
el puesto de trabajo); oportunidades laborales 
para las personas en situación de exclusión so-
cial por ser paradas de larga duración, carecer 
de hogar, discriminación o ser vulnerables por 
otros motivos; oportunidades de participación 
social y empleo para las personas con discapa-
cidad, entre otras cosas mediante entornos de 
trabajo inclusivos y accesibles; la mejora de las 
políticas en materia de diversidad, la inclusión 
social y las oportunidades laborales para perso-
nas de colectivos desfavorecidos (por ejemplo, 
trabajadores migrantes, personas pertenecien-
tes a minorías raciales o étnicas, minorías reli-
giosas, personas con un nivel educativo bajo, y 
personas en riesgo de sufrir pobreza y exclusión 
social); y oportunidades de formación comple-

 (8)  FLORES, Álvaro B., "La inserción de la compra so-
cial en la República Argentina", en GIMENO FELIÚ, José 
M. (dir.), obra colectiva, Observatorio de los contratos 
públicos 2020, Aranzadi, España, 2021, p. 291.

mentaria y reciclaje profesional para todos los 
trabajadores.

Asimismo, cabe recordar que la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible, adoptada por Na-
ciones Unidas en 2015 y firmada por 193 paí-
ses entre los cuales se encuentra la República 
Argentina, recepta las tres dimensiones del de-
sarrollo sostenible: económica, social y ambien-
tal  (9). En este documento se establecieron 17 
Objetivos y 169 Metas que deberán ser cumpli-
dos al 2030. El Objetivo 12 consiste en “Garan-
tizar modalidades de consumo y producción 
sostenibles” e incluye la Meta 12.7. “Promover 
prácticas de adquisición pública que sean soste-
nibles, de conformidad con las políticas y priori-
dades nacionales”.

En nuestro país los Objetivos del Desarro-
llo Sostenible (“ODS”) ya han tenido recepción 
específica en materia de contrataciones públi-
cas (10).

Así, a nivel provincial, por ejemplo, Mendoza 
ha establecido en su normativa de contratacio-
nes  (11) que cualquiera sea el procedimiento 
de selección, la adjudicación deberá realizar-
se en favor de la oferta más conveniente para 
el licitante, teniendo en cuenta, en primer tér-
mino, el mejor precio ofertado. Junto a este se 
ponderarán, mediante grillas de evaluación y 
puntajes, la solvencia y capacidad empresaria 
de los oferentes; y esta última valorada en razón 
de sus antecedentes y de las certificaciones de 
calidad de sus procesos y actividades empresa-
rias, especialmente, entre otros, mediante indi-
cadores demostrativos de la observancia de los 
Principios y Objetivos de Desarrollo Sostenible 

  (9)  https://www.un.org/sustainabledevelopment/
es/2015/09/la-asamblea-general-adopta-la-agenda-
2030-para-el-desarrollo-sostenible/.

 (10)  La regulación de la contratación pública corres-
ponde a cada una de las jurisdicciones estatales: nacio-
nal, provincial y de la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res y municipal. Tal es lo que sucede cuando se trata de 
vínculos contractuales de naturaleza administrativa, en 
los cuales una provincia actúa en carácter y utilizando 
facultades de poder administrador, conforme su pro-
pia normativa (CSJN, 16/12/2014, "Río Negro, provincia 
de c. AYCSA Tensis SA y otra s/ cobro de pesos", Fallos 
337:1503 y jurisprudencia allí citada).

  (11)  Art. 149 de la ley 8706 modificada por ley 9193 
(2019).



Marzo - Abril 2022 | 140 • RDA • 125 

Jorge I. Muratorio

proclamados por el Pacto Mundial de la Organi-
zación de las Naciones Unidas, conforme Reso-
luciones de la Asamblea General N° 70/1 del 25 
de septiembre de 2015 y demás que la comple-
menten o modifiquen.

En el ámbito de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires (“CABA”) en el régimen de contrata-
ciones general se incluye entre los principios 
generales que rigen las contrataciones y adqui-
siciones, el de sustentabilidad, de modo que se 
debe promover de manera gradual y progresiva 
la adecuada y efectiva instrumentación de cri-
terios ambientales, éticos, sociales y económi-
cos en las contrataciones públicas (12). Y en el 
mismo sentido la regulación de la obra pública 
incluye entre sus principios generales al de la 
prohibición de fraude laboral en cualquiera de 
sus formas y modalidades y al de trabajo segu-
ro para los empleados del contratista, con fiel 
cumplimiento de la normativa vigente en mate-
ria de higiene y seguridad (13).

A nivel nacional, corresponde mencionar que 
la Oficina Nacional de Contrataciones (“ONC”), 
órgano rector del RCAN, tiene a su cargo la pro-
moción de la contratación pública con sustenta-
bilidad social (14), con amplias facultades para 
desarrollar mecanismos que promuevan la ade-
cuada y efectiva instrumentación de criterios de 
sustentabilidad ambientales, éticos, sociales y 
económicos en las contrataciones públicas. De 
hecho, ha sostenido la ONC que “[e]l principio 
de sustentabilidad se proyecta sobre la totalidad 
de las contrataciones públicas a través de la ins-
trumentación de criterios ambientales, éticos, 
sociales y económicos, tendientes a garantizar 
un menor impacto al ambiente, mejores con-
diciones éticas y económicas, así como el cum-
plimiento de la legislación laboral vigente” (15).

En este marco la ONC ha dictado un “Ma-
nual de Compras Públicas Sustentables” (2017), 

 (12)  Art. 7° de la ley 2095. Ver reglamentación.

 (13)  Art. 3° de la ley 6246, Régimen de contrataciones 
de obra pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

  (14)  Art. 115, del Reglamento del Régimen de Con-
trataciones de la Administración Nacional aprobado por 
dec. 1030/2016 ("RRCAN").

  (15)  Dictamen ONC IF-2016-00013871-APN-
ONC#MM.

en el cual se sostiene que el Estado tiene un rol 
central en cuanto a la incidencia que sus deci-
siones de compra adquieren en los mercados y, 
por lo tanto, en su capacidad de generar prácti-
cas socialmente inclusivas. Asimismo se desta-
ca allí que la incorporación de criterios sociales 
de sustentabilidad implica garantizar el respeto 
de los derechos humanos; el cumplimiento de 
condiciones laborales dignas y otros derechos 
laborales; la erradicación de trabajo infantil y 
protección del trabajo adolescente; la equidad 
laboral de hombres y mujeres; la no discrimina-
ción en razón de raza, religión, opinión o sexo; 
la formación y educación ambiental; la promo-
ción de la participación en el mercado de micro, 
pequeñas y medianas empresa (importantes 
entre otros aspectos por su aporte a la genera-
ción de empleo) y el respeto a la diversidad.

Asimismo, la ONC  (16) ha entendido que 
a través del Régimen de Contrataciones de la 
Administración Nacional contenido en el dec. 
1023/01 (“RCAN”), se otorgaron herramientas 
para avanzar en la implementación de las con-
trataciones públicas sustentables, con miras a 
promover el bienestar social; las mejores con-
diciones éticas y económicas; el crecimiento de 
determinados sectores; la generación de em-
pleo; y la inclusión social de sectores vulnera-
bles, entre otros aspectos.

III. Procedimientos de contratación

Si bien la regla de los regímenes de contrata-
ciones es la licitación pública  (17), en primer 

 (16)  Dictámenes ONC 21/2013 y 357/2014.

 (17)  Tal como lo ha entendido nuestra Corte Suprema, 
"el procedimiento de licitación pública ha sido instituido 
como regla general con el propósito de que la competen-
cia entre las distintas ofertas permita a la Administración 
obtener los mejores productos al precio más convenien-
te, y tiende a evitar la existencia de sobreprecios" (CSJN, 
"Cardiocorp SRL c. Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aries y otro s/cobro", 27/12/2006, Fallos 329:5976). 
La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción, que se aprobara por ley 26.097 ("CNUCC") para regir 
en nuestro país, instituye que el Estado de conformidad 
con los principios fundamentales del ordenamiento jurí-
dico, debe establecer un sistema apropiado de contrata-
ción pública, basado en la transparencia, la competencia 
y criterios objetivos de adopción de decisiones. Luego, 
las distintas leyes —y decretos con igual sustancia— que 
regulan la contratación de la Administración Pública na-
cional establecen claramente que la regla es la licitación 
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término, es posible que la contratación pública 
socialmente sostenible en determinados casos 
permita la contratación directa con los provee-
dores de tales bienes o servicios.

Así sucede, por ejemplo, para el caso de con-
trataciones con personas socialmente vul-
nerables que se pretende incluir —de modo 
individual o a través de cooperativas— en la 
economía formal.

En el RCAN está, pues, prevista la contrata-
ción directa con efectores de desarrollo local 
y economía social  (18), quienes deberán en-
contrarse inscriptos en el Registro Nacional de 
Efectores de Desarrollo Local y Economía Social 
(REDLES), creado para facilitar, a aquellas per-
sonas que están realizando una única actividad 
productiva y ven dificultada su inserción en la 
economía formal por estar en una situación de 
vulnerabilidad social, el desarrollo de su activi-
dad y el incremento de sus ingresos, a partir de 
la posibilidad de facturar (Monotributo social) 
y de ese modo incorporar nuevos compradores 
o clientes.

Se explica allí la noción de vulnerabilidad 
social como identificada con grupos sociales, 
hogares e individuos que por su menor dis-
ponibilidad de activos materiales (ingresos, 
vivienda) y no materiales (protección social: 
salud, educación y seguridad social), quedan 
expuestos a sufrir alteraciones bruscas y signi-
ficativas en sus niveles de vida, especialmen-
te ante cambios en la situación laboral de sus 
miembros activos.

o concurso públicos conforme surge de diversas normas 
de jerarquía legal, tales como el art. 24 del Régimen de 
Contrataciones de la Administración Nacional contenido 
en el dec. 1023/2001 ("RCAN"); el art. 10 del Reglamento 
del Régimen de Contrataciones de la Administración Na-
cional aprobado por dec. 1030/2016 ("RRCAN"); el art. 9° 
de la ley 13.064 de Obras Públicas ("LOP"); el art. 4° de la 
ley 17.520 de Concesión de Obra Pública ("LCOP"); el art. 
18 de la ley 23.696 de Reforma del Estado ("LRE"); el art. 
12 de la ley 27.328 de Contratos de Participación Público 
Privada ("LCPPP") y el art. 6° del Régimen Nacional de 
Iniciativa Privada aprobado por dec. 966/2005 ("RNIP").

 (18)  Art. 25, inc. d, ap. 10 del RCAN y art. 24 RRCAN. 
El "Manual de procedimiento para las contrataciones" 
prevé que la unidad operativa de contrataciones enviará 
invitaciones a por lo menos tres efectores; en el caso del 
Ministerio de Desarrollo Social podrá efectuar el pedido 
de cotización a un efector (art. 60).

Un ejemplo: la contratación de la confección 
de 5000 guardapolvos a cooperativas de trabajo 
inscriptas en REDLES (19).

IV. Implementación de “cláusulas sociales”

Por otra parte, son diversas las formas en las 
cuales se pueden incorporar cláusulas en los 
documentos que conforman las contratacio-
nes públicas, cuyo contenido sea la promoción 
de los aspectos sociales que se vienen conside-
rando.

La ONC ha entendido que, respecto de la do-
cumentación licitatoria, las opciones son: In-
cluirlas en las cláusulas particulares del pliego, 
como una condición del contrato o bien como 
un criterio de evaluación de la oferta; que estén 
determinadas por el objeto del contrato, cuando 
se pretenda adquirir o contratar un bien o servi-
cio sustentable; que esté explicitado en las espe-
cificaciones técnicas, es decir especificaciones 
técnicas de carácter sustentable (20).

Asimismo, se entiende que estas exigencias 
pueden aparecer primero como condiciones de 
exclusión de la habilitación para contratar con 
la Administración pública; luego como condi-
ciones de solvencia; como criterios de adjudica-
ción y también como condiciones especiales de 
ejecución (21).

En efecto, como condiciones de exclusión con 
“contenido social”, nuestro régimen contem-
pla como no habilitados el caso de las personas 
humanas o jurídicas que no hubieran cumpli-
do con sus obligaciones previsionales y el de 
los empleadores incluidos en el Registro Pú-
blico de Empleadores con Sanciones Laborales 

 (19)  Ministerio de Desarrollo Social, Subsecretaría de 
Coordinación, Monitoreo y Logística, disposición 1116 - 
E/2016.

  (20)  Dictamen ONC IF-2016-00013871-APN-
ONC#MM.

 (21)  Podría agregarse, inclusive, durante la auditoría 
o control ex post (ALICIARDI, Belén El Estado como con-
sumidor responsable: las compras públicas sustentables 
en Argentina, disponible en https://www.austral.edu.
ar/derecho/2019/06/23/el-estado-como-consumidor-
responsable-las-compras-publicas-sustentables-en-ar-
gentina/)
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(REPSAL) durante el tiempo que permanezcan 
en dicho registro (22).

En la misma línea la ya mencionada LCSP 
prohíbe contratar con empresas de 50 o más tra-
bajadores, si no cumplen el requisito de que al 
menos el 2% de sus empleados sean trabajado-
res con discapacidad (23).

Como condiciones de solvencia, puede re-
querirse la acreditación mediante certifica-
ciones —v.gr. ISO— del cumplimiento de la 
normativa de higiene y seguridad laboral (24). 
Por supuesto que siempre que se exija una cer-
tificación será posible acreditar lo requerido 
mediante otra similar o bien directamente con 
la presentación de la documentación pertinen-
te (25).

Como criterio de adjudicación, las exigencias 
en materia social deberán estar relacionadas 
y ser proporcionadas con el objeto del contra-
to, es decir con las prestaciones principales del 
contratista.

En el ámbito de la LCSP, como se ha visto más 
arriba, se ha regulado que la adjudicación de 
los contratos se realizará utilizando una plura-
lidad de criterios en base a la mejor relación ca-
lidad-precio, con arreglo a criterios económicos 
y cualitativos, los cuales podrán incluir aspectos 
sociales, vinculados al objeto del contrato. Esto 
supone que tal criterio se refiere o integre las 
prestaciones que deban realizarse en virtud de 
dicho contrato, en cualquiera de sus aspectos y 

 (22)  Art. 28 del RCAN. Este último caso fue incorpora-
do por el art. 44 de la ley 26.940 (2014).

  (23)  Art. 71, inc. d de la LCSP, conforme art. 42 del 
Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de 
derechos de las personas con discapacidad y de su inclu-
sión social.

 (24)  Sobre los distintos niveles de certificación, RUMI, 
Romina, BENGOLEA, Federico y PORTILLO, Hugo 
"ITBA: Informe de Compras Sustentables" disponible 
en https://www.itba.edu.ar/intranet/ols/wp-content/
uploads/sites/4/2019/04/Informe-de-Compras-Susten-
tables-OLS.pdf.

 (25)  Como explica la ONC, la exigencia de contar con 
una determinada certificación deberá interpretarse sim-
plemente como un estándar representativo de las carac-
terísticas generales de la certificación requerida (Dicta-
men ONC 357/2014).

en cualquier etapa de su ciclo de vida, incluidos 
los factores que intervienen en el proceso espe-
cífico de producción, prestación o comerciali-
zación de, en su caso, las obras, los suministros 
o los servicios, con especial referencia a formas 
de producción, prestación o comercialización y 
socialmente sostenibles y justas; o en el proce-
so específico de otra etapa de su ciclo de vida, 
incluso cuando dichos factores no formen parte 
de su sustancia material (26).

Y como condiciones especiales de ejecución 
puede requerirse la contratación de determina-
da cantidad de trabajadores que requieren ser 
incluidos. Así, en materia de discapacidad el 
dec. 312/10 demanda que en aquellas situacio-
nes en que hubiere tercerización de servicios, 
cualquiera fuere la modalidad de contratación 
empleada, se encuentre o no comprendida esta 
en el RCAN y su normativa complementaria y 
modificatoria, deberá incluirse en los respecti-
vos Pliegos de Bases y Condiciones Particula-
res, que el proponente deberá contemplar en su 
oferta la obligación de ocupar, en la prestación 
de que se trate, a personas con discapacidad, en 
una proporción no inferior al 4% de la totalidad 
del personal afectado a ella (27).

Esto se concreta por ejemplo con una declara-
ción jurada que se adjunta a la oferta —y luego, 
claro está, con su cumplimiento— tal como pue-
de verse en la contratación del Acuerdo Marco 
de Contratación del servicio de telefonía celular 
móvil, radio y transferencia de datos realizado 
por la Administración pública nacional (28).

También es posible que se requiera cumplir 
con porcentajes o cantidades de trabajadores 
locales, o emplear destinatarios de viviendas 
sociales, y, en el ámbito de las concesiones de 
obras y/o servicios públicos, la asignación de 
trabajos a cooperativas de inclusión social (ej. 
maleteros en terminales de ómnibus) y la absor-
ción de empleados del concesionario anterior.

Respecto de esto último, por ejemplo, en ma-
teria de transporte automotor de pasajeros de 

(26)  Art. 145 de la LCSP.

(27)  Art. 7°

(28) Downloads/IF-2018-06034471-APN-ONC%23MM.
pdf.
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larga distancia a nivel nacional se ha previsto el 
otorgamiento de autorizaciones precarias para 
la prestación de servicios públicos comprometi-
dos por caducidad, suspensión o abandono del 
permiso, cuya continuidad requiere del com-
promiso de absorción del personal dependiente 
de la empresa prestataria de los servicios a cu-
brir (29).

En el caso del Pliego de la Licitación Pública 
nacional e internacional para la concesión de la 
operación y mantenimiento de la Red de Sub-
terráneos y Premetro de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, se previó que el nuevo con-
cesionario debía absorber a su exclusivo costo 
y cargo el personal en relación de dependencia 
—con excepción del nivel gerencial— del ante-
rior concesionario, el cual debía mantenerse en 
las mismas condiciones en que se encontraba. 
Todo distracto posterior quedaría íntegramente 
a su cargo. Y se requeriría autorización del co-
mitente para incorporar nuevo personal en re-
lación de dependencia, acordar aumentos de 
sueldo por fuera de las paritarias correspon-
dientes, acordar ascensos, beneficios, adicio-
nales y/o cualquier otra modificación de los 
contratos de trabajo y crear nuevas categorías 
laborales y/o modificar el organigrama o esca-
lafón (30).

En la Licitación Pública 12/19 para la con-
cesión de Obra Pública para la Construcción, 
Conservación y Explotación de la Terminal en 
Puerto Nuevo, se previó en el Pliego General que 
el adjudicatario del contrato de concesión debe-
rá incorporar a los trabajadores representados, 
incluyendo los tercerizados que hayan prestado 
servicios hasta determinada fecha (conforme 
planilla agregada) no pudiendo el adjudicatario 
efectuar despidos de dichos trabajadores, sal-
vo por justa causa, por un período de 20 meses 
desde el comienzo de las operaciones del nuevo 
concesionario.

En ambos supuestos se exige la absorción de 
personal y se permiten los posteriores despidos 

 (29)  Resolución de la Secretaría de Gestión del Trans-
porte 180/18.

  (30)  https://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/
files/pliego_de_bases_y_condiciones_concesion_servi-
cio_subte_1.pdf.

(propio de la libertad de empresa), solo que en 
el segundo caso con un plazo de espera.

Para todos los casos resultará de interés lo es-
tablecido por la ONC respecto de cláusulas de 
sustentabilidad, en cuanto a que: (i) se instru-
menten en forma razonable —deberá elegir-
se el medio coherente con el fin perseguido, el 
adecuado para satisfacerlo eficaz y proporcio-
nalmente— y transparente, mientras no se vul-
neren los principios que rigen la contratación 
pública; (ii) al tratarse de cláusulas contrac-
tuales que podrían limitar o restringir la libre 
concurrencia, son de interpretación restrictiva;  
(iii) deben estar razonable y debidamente fun-
dadas “en forma clara y concreta, los criterios 
de sustentabilidad ambiental, social y econó-
mica perseguidos, así como también la adecua-
ción de medios afines, que den cuenta de una 
medida razonable y proporcionada en relación 
a los objetivos de interés público que se pre-
tende alcanzar”; (iv) “[l]a evolución hacia una 
gestión más sustentable debe ser en forma gra-
dual e inclusiva, contemplando las caracterís-
ticas propias del mercado interno argentino, y 
procurando que con la incorporación de estos 
nuevos criterios de sustentabilidad no se exclu-
ya a aquellos oferentes que por sus capacidades 
técnicas-financieras aun no puedan cumplir 
con dichos estándares, sino que se pretende 
que los mismos puedan con el tiempo modifi-
car comportamientos y readaptar sus modos de 
producción (Dictamen ONC 21/2013)”; (v) las 
certificaciones de calidad deberá fundarse en el 
expediente de la contratación, toda vez que im-
plica solicitar documentación distinta a la esta-
blecida en la normativa de contrataciones (31).

V. Conclusiones

Conforme lo hasta aquí expuesto, entende-
mos que resulta de gran relevancia la contrata-
ción pública socialmente estratégica, en la cual 
la Administración se propone que a través del 
contrato se cumplan las finalidades sociales que 
hacen a la generación de empleo y al bienestar 
general del trabajador.

Asimismo, esto es un imperativo que en nues-
tro caso viene dado por premisas constitucio-
nales y por instrumentos internacionales, tales 

 (31)  Dictamen ONC 357/2014.
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como los ODS. También se advierte tal exigencia 
en el derecho comunitario europeo de la contra-
tación pública.

Sin dudas en nuestro actual régimen nacional 
de contrataciones públicos es incipiente cuan-
to se ha receptado al respecto y queda mucho 
camino por recorrer para estar a tono con lo ex-
puesto.

Sí es importante que en ello se tenga especial-
mente en cuenta que las cláusulas sociales ten-
gan vinculación con el objeto del contrato; que 

sean fundadas y razonables, que se garantice 
la publicidad, la transparencia y la competen-
cia; que se tutele la “libertad de empresa”, evi-
tar el “dumping social”, la discriminación, y la 
generación de categorías sospechosas y semi-
sospechosas al querer proteger a trabajadores 
vulnerables, entre otros aspectos.

En definitiva, la contratación pública social-
mente estratégica ha de incorporarse concilian-
do los principios propios de ambas materias 
para producir resultados valiosos y justos para 
todas las partes.


